ACCIÓN DE TUTELA / DERECHO A LA SALUD – Protección no puede quedar supeditada a trámites administrativos innecesarios / VULNERACIÓN DEL DERECHO A LA SALUD – Por condicionar la cirugía requerida a la realización de un examen que ya había sido efectuado por médicos especialistas / DIRECCIÓN DE SANIDAD DEL EJÉRCITO -  Competente para prestar el servicio de salud
La jurisprudencia constitucional ha explicado que para garantizar el derecho fundamental a la salud es necesario que los prestadores del servicio no conviertan los trámites administrativos, como las autorizaciones de medicamentos o procedimientos médicos, en obstáculos para impedir que la persona acceda a lo que requiere. (…) [E]l 5 de agosto de 2015 la Junta Médica Multidisciplinar de Neurociencias del Instituto de Epilepsia y Parkinson del Eje Cafetero - Neurocentro de Pereira –conformada por nueve médicos, ocho de ellos especializados en neurología y un médico general–  recomendó la realización de la cirugía “de epilepsia en 1 tiempo. Lobectomía temporal derecha + lesionectomía frontal derecha guiada por ecog y sononavegación”; así como 20 sesiones de terapia neuropsicológica. Igualmente el 5 de agosto de 2015, el neurocirujano funcional del Instituto (…) ordenó la realización de la referida cirugía y de las terapias.  No obstante, el 11 de noviembre de 2015 el Comité Técnico Científico de Remisiones Especiales de la Dirección General de Sanidad Militar remitió al paciente al Hospital Militar, para que un neurólogo epileptólogo analizara el caso del paciente (…). Para la Sala lo anterior constituye un trámite innecesario, ya que en el Instituto de Epilepsia y Parkinson del Eje Cafetero – Neurocentro de Pereira el paciente fue valorado por una junta médica de especialistas en neurología, que contaba con una neuróloga – epileptóloga. Por lo que si este ya había sido valorado por la especialista era innecesario que el Comité haya ordenado remitir al paciente al Hospital Militar Central para que dicho especialista lo examinara nuevamente.  (…) [S]egún el Acuerdo 1 de 23 de abril de 1997, la finalidad de las remisiones es brindar la posibilidad de que el paciente sea valorado en un establecimiento de salud diferente a aquel en el que venía siendo tratado, cuando este no tenga “la infraestructura científica y técnica” que requiere el paciente. (…)  En consecuencia, si el objetivo de la remisión ordenada por el mencionado Comité es enviar al paciente a un establecimiento de salud que sí cuente con la infraestructura necesaria y los profesionales idóneos para brindar un determinado servicio, en el caso del señor Olaya no se cumple con ese propósito. (…)  Por ende, al existir una valoración médica efectuada por un grupo de especialistas en neurología, incluyendo una neuróloga – epileptóloga, y al encontrar que la IPS en la que fue examinado el señor Olaya sí tiene la infraestructura científica y técnica para efectuar la cirugía recomendada, la Sala concluye que la remisión ordenada por el Comité Técnico Científico de Remisiones Especiales constituye un trámite innecesario que obstaculiza y dilata la cirugía y las terapias que requiere el paciente. Con base en lo expuesto se confirmará la decisión de primera instancia. No obstante, la orden se modificará, en razón a que según el artículo 10 de la Ley 352 de 1997 la Dirección General de Sanidad Militar se encarga de asuntos de coordinación, administrativos y presupuestales, mientras que las Direcciones de Sanidad del Ejército, de la Armada Nacional y de la Fuerza Aérea son las competentes de prestar el servicio de salud, por medio de los establecimientos de sanidad.

CONSEJO DE ESTADO

SALA DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO
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Consejero ponente: JORGE OCTAVIO RAMÍREZ RAMÍREZ

Bogotá, D.C., veintiséis (26) de enero de dos mil diecisiete (2017)

Radicación número: 66001-23-33-000-2016-00200-01(AC)

Actor: LINA MARCELA MARÍN LLANO COMO AGENTE OFICIOSA DE GUSTAVO ALBERTO OLAYA GUERRERO

Demandado: LINA MARCELA MARÍN LLANO COMO AGENTE OFICIOSA DE GUSTAVO ALBERTO OLAYA GUERRERO
TRÁMITES INNECESARIOS EN MATERIA DE SALUD 

CONFIRMAR PARCIALMENTE LA DECISIÓN IMPUGNADA

La Sala decide la impugnación interpuesta por el Batallón de Artillería No. 8 “Batalla de San Mateo” – Dispensario Médico 3029, contra la sentencia del 22 de abril de 2016, proferida por el Tribunal Administrativo de Risaralda – Sala Segunda de Decisión que en el trámite de la acción de tutela resolvió lo siguiente:

“1. TUTELAR el derecho fundamental a la salud del señor Gustavo Alberto Olaya Gurrero, por las razones anteriormente expuestas.

2. Como consecuencia de la anterior declaración, se ORDENA a la Dirección de Sanidad Militar – Seccional Risaralda que dentro de las cuarenta y ocho (48) horas siguientes a la notificación de esta providencia, autorice la realización de Cirugía de epilepsia en 1 tiempo, lobectomía temporal derecha + lesionectomía frontal derecha guiada por ECOG y sononavegación-, asimismo las 20 sesiones post operatorias de –terapia neurosicológica-. y proceda a brindar el tratamiento integral que requiere según las prescripciones médicas para atender la patología que le aqueja. 

3. Negar la solicitud del pago por concepto de transporte, de conformidad con lo expuesto en este proveído”
. 

ANTECEDENTES

El 7 de abril de 2016 LINA MARCELA MARÍN LLANO como agente oficiosa de GUSTAVO ALBERTO OLAYA GUERRERO interpuso acción de tutela contra la DIRECCIÓN DE SANIDAD MILITAR – SECCIONAL RISARALDA, por considerar que se le vulneraron los derechos fundamentales a la vida y salud de su cuñado.

1. Pretensiones

Las pretensiones de la demanda de tutela son las siguientes:

“PRIMERO: Tutelar los derechos fundamentales de mi agenciado GUSTAVO ALBERTO OLAYA GUERRERO a la SALUD Y CALIDAD DE VIDA.

SEGUNDO: ORDENAR al DIRECCIÓN DE SANIDAD MILITAR – RISARALDA, por conducto de su representante Brigadier General Carlos Arturo Franco Corredor, o quien haga sus veces, que si aún no lo ha realizado, dentro de las cuarenta y ocho (48) horas siguientes a la notificación del fallo de tutela, AUTORICE y EFECTIVICE la realización de la intervención quirúrgica denominada CIRUGIA DE EPILEPSIA EN 1 TIEMPO, LOBECTOMIA TEMPORAL DERECHA + LESIONECTOMIA FRONTAL DERECHA GUIADA POR ECOG Y SONONAVEGACION, así mismo, AUTORICE y EFECTIVICE TERAPIANEUROPSICOLOGICA 20 SESIONES POSTOPERATORIAS. De igual manera, CUBRA los gastos de TRANSPORTE que sean necesarios para que mi agenciado ACUDA a las VALORACIONES, EXAMENES y TERAPIAS que sean ordenadas por sus médicos tratantes, en lo referente a las patologías que actualmente presenta. 

TERCERO: ORDENAR al – DIRECCIÓN DE SANIDAD MILITAR- SECCIONAL RISARALDA, prestar todo el TRATAMIENTO MÉDICO INTEGRAL y especializado que requiera, relacionado con sus patologías o con las patologías sobrevivientes de ella y el cubrimiento total en el 100% de todo el servicio de salud POS y NO POS que requiera, junto a todas las demás necesidades médicas sean farmacológicas, insumos, terapéuticas, etc., para garantizar su ATENCIÓN MEDICA INTEGRAL. ”
.

2. Hechos 

Del expediente se advierten como hechos relevantes los siguientes:

2.1. Gustavo Alberto Olaya Guerrero tiene 45 años,  pertenece al Subsistema de Salud del Ejército Nacional y padece de “epilepsia extratemporal frontal derecha”
.
2.2. En el 2015 Gustavo Alberto Olaya Guerrero fue tratado en la IPS Instituto de Epilepsia y Parkinson del Eje Cafetero – Neurocentro de Pereira.

2.3. El 5 de agosto de 2015 la Junta Multidisciplinar de Neurociencias del Instituto de Epilepsia y Parkinson del Eje Cafetero – Neurocentro de Pereira propuso que al señor Gustavo Alberto Olaya Guerrero se le realizara cirugía “cx de epilepsia en 1 tiempo. Lobectomía temporal derecha + lesionectomía frontal derecha guiada por ecog y sononavegación”
. También ordenó 20 sesiones de terapia neuropsicológica. 

2.4. El 5 de agosto de 2015 el médico especialista en neurocirugía funcional Instituto de Epilepsia y Parkinson del Eje Cafetero – Neurocentro de Pereira, que trataba al señor Olaya, ordenó que se le realizara la cirugía “cx de epilepsia en 1 tiempo. Lobectomía temporal derecha + lesionectomía frontal derecha guiada por ecog y sononavegación”
. También ordenó 20 sesiones de terapia neuropsicológica.

2.5. El 11 de noviembre de 2015 el Comité Técnico Científico de Remisiones Especiales de la Dirección General de Sanidad Militar no autorizó la cirugía, porque consideró que “no hay correlación entre la video-telemetría, la resonancia y la cirugía que se planea”
. Por este motivo ordenó “valoración [por] neurólogo epileptologo del Hospital Militar”
. 

2.6. El 9 de diciembre de 2015 la doctora Angélica Lizcano, especialista en neurología y epileptóloga del Instituto de Epilepsia y Parkinson del Eje Cafetero – Neurocentro de Pereira, señaló que no podía remitir al paciente al Hospital Militar, tal como lo indicó el Comité Técnico Científico de Remisiones Especiales, porque “EN EL CENTRO DONDE TRABAJO HAY NEUROLOGA/EPILEPTOLOGIA QUE SOY YO MISMA. DICHA REMISION SE REALIZA EN LOS CENTROS O CIUDADES QUE NO CUENTEN CON DICHA SUB-ESPECIALIDAD”
.

2.7. La cirugía y las sesiones ordenadas por el especialista aún no se han realizado. 

3. Fundamentos de la acción

La agente oficiosa aseguró que la Dirección de Sanidad Militar – Seccional Risaralda se ha negado a autorizar la cirugía y las sesiones posoperatorias ordenadas por el médico especialista. Situación que pone en peligro los derechos a la vida y a la salud del señor Olaya.

Por último, manifestó que ni el agenciado ni su familia cuentan con los recursos necesarios para costear los gastos de transporte para acudir a las valoraciones, exámenes y terapias que el señor Olaya necesita.   

4. Trámite impartido e intervenciones

4.1. Mediante auto de 11 de abril de 2016 la magistrada ponente admitió la acción tutela contra la Dirección de Sanidad de la Policía Nacional y le ordenó a la entidad accionada que rindiera informe pronunciándose sobre los hechos expuestos en el escrito de tutela. 

4.2. El 14 de abril de 2016 la magistrada ponente corrigió el auto admisorio, ya que la acción de tutela se admitió en contra de la Dirección de Sanidad de la Policía Nacional, a pesar de que realmente debió admitirse contra de la Dirección de Sanidad Militar – Seccional Risaralda. 

4.3. El Batallón de Artillería No. 8 “Batalla de San Mateo” – Dispensario Médico 3029 informó que la entidad ha brindado todos los recursos que tiene a su disposición para atender satisfactoriamente al señor Olaya.  
Por esto, señaló que el paciente fue remitido al Comité Técnico Científico de la Dirección de Sanidad del Ejército en Bogotá. Dicho Comité emitió concepto desfavorable, razón por la que ordenó que el señor Gustavo fuera valorado con el neuro epileptólogo del Hospital Militar Central. 
Sin embargo, informó que no ha sido posible que el especialista lo valore tal como ordenó el Comité Técnico Científico, porque la neuróloga Angélica Lizcano Meneses se negó a remitirlo al Hospital Militar Central, bajo el argumento de que  ese procedimiento solo procede cuando en el establecimiento de salud no existe especialista. Según la doctora Lizcano, en el centro en el que ella trabaja no se presenta esa situación puesto que justamente ella es la especialista, por lo que a su juicio no hay razón para remitir al paciente a otro establecimiento de salud.  

Con base en la actuación de la médica, el Batallón aseguró que la neuróloga Lizcano es la que ha entorpecido el tratamiento del paciente, al no efectuar la remisión. De ahí que no hay lugar a afirmar que la Dirección de Sanidad le está negando el tratamiento al señor Olaya. 

Por lo expuesto solicitó que se vinculara al Neurocentro de Epilepsia –centro médico en el que trabaja la neuróloga Lizcano– y que se desvincule a la Dirección de Sanidad y al Dispensario médico que ella preside. 
5. Providencia impugnada 

Mediante providencia del 22 de abril del 2016, el Tribunal Administrativo de Risaralda – Sala Segunda de Decisión amparó el derecho fundamental a la salud del señor Gustavo Alberto Olaya Guerrero. 

En consecuencia, le ordenó a la Dirección de Sanidad Militar – Seccional Risaralda que dentro de las 48 horas siguientes a la notificación de la sentencia autorice la realización de la cirugía de epilepsia en 1 tiempo, lobectomía temporal derecha + lesionectomía frontal derecha guiada por ECOG y sononavegación; así como las 20 sesiones posoperatorias de terapia neuropsicológica. Y añadió que la entidad debe brindarle el tratamiento integral que el paciente llegue a necesitar. 

La razón de la decisión consistió en que el derecho fundamental a la salud del accionante fue vulnerado por la entidad accionada, porque esta le impuso trámites adicionales al paciente que no se requerían. 

Explicó que desde el 5 de agosto de 2015 los médicos tratantes ordenaron que al señor Olaya se le realizara la cirugía y las sesiones posoperatorias. Sin embargo, la entidad ordenó que al paciente se le realizara una nueva valoración por neuro-epileptología, para lo cual se requería una remisión de centro de salud. 

Para el Tribunal esto fue innecesario, ya que el señor Olaya ya había sido valorado por un especialista de neuroepileptología. Por lo tanto consideró inoficioso remitir al agenciado a un centro de salud, cuando en el que lo estaban tratando existía el especialista que el señor requería. 

Por último, el Tribunal negó la solicitud de pago por concepto de transporte, porque consideró que esa era una carga que debía asumir el paciente y su familia, en virtud del principio de solidaridad. 

6. Impugnación y actuaciones posteriores

6.1. El Batallón de Artillería No. 8 “Batalla de San Mateo” – Dispensario Médico 3029 impugnó la decisión proferida por el Tribunal Administrativo de Risaralda, porque a su juicio la Dirección de Sanidad no le ha negado al paciente los tratamientos que necesita. La razón por la que los procedimientos ordenados no se han podido realizar es por la negación de la médica tratante (refiriéndose a la falta de remisión). 

Por otra parte, señaló que a pesar de que se ordenó la realización de la cirugía, de igual forma faltaba la remisión del paciente. Razón por la que solicitó que se vinculara al Neurocentro de Pereira para que este autorizara la remisión al Hospital Militar Central, de manera que fuera posible cumplir plenamente el fallo de tutela. 

6.2. Mediante auto de 20 de septiembre de 2016 el consejero ponente vinculó a la Nación, al Ministerio de Defensa Nacional, a la Dirección de Sanidad del Ejército Nacional, al Hospital Militar Central y al Instituto de Epilepsia y Parkinson del Eje Cafetero “Neurocentro de Pereira” como demandados. 

6.3. La Policía Nacional informó que no es competente para cumplir la orden, por falta de legitimación en la causa por pasiva. 

CONSIDERACIONES DE LA SALA

1. Con base en los antecedentes expuestos la Sala analizará si la remisión, ordenada por el Comité Técnico Científico de Remisiones Especiales de la Dirección General de Sanidad Militar, cuyo fin es que Gustavo Alberto Olaya Guerrero sea valorado por un neurólogo epileptólogo constituye un trámite innecesario, y por ende vulnera su derecho fundamental a la salud, en razón a que su estado de salud ya había sido analizado por una junta de neurólogos que contaba con el mencionado especialista. 

2. Trámites innecesarios en materia de salud y su análisis en el caso
2.1. La jurisprudencia constitucional ha explicado que para garantizar el derecho fundamental a la salud es necesario que los prestadores del servicio no conviertan los trámites administrativos, como las autorizaciones de medicamentos o procedimientos médicos, en obstáculos para impedir que la persona acceda a lo que requiere. 

2.2. En el caso la Sala encuentra que el 5 de agosto de 2015 la Junta Médica Multidisciplinar de Neurociencias del Instituto de Epilepsia y Parkinson del Eje Cafetero - Neurocentro de Pereira –conformada por nueve médicos, ocho de ellos especializados en neurología y un médico general–  recomendó la realización de la cirugía “de epilepsia en 1 tiempo. Lobectomía temporal derecha + lesionectomía frontal derecha guiada por ecog y sononavegación”
; así como 20 sesiones de terapia neuropsicológica. 

Igualmente el 5 de agosto de 2015, el neurocirujano funcional del Instituto que trataba al señor Olaya ordenó la realización de la referida cirugía y de las terapias. 

No obstante, el 11 de noviembre de 2015 el Comité Técnico Científico de Remisiones Especiales de la Dirección General de Sanidad Militar remitió al paciente al Hospital Militar, para que un neurólogo epileptólogo analizara el caso del paciente, ya que para el Comité “no hay correlación entre la video-telemetría, la resonancia y la cirugía que se planea”
.

Para la Sala lo anterior constituye un trámite innecesario, ya que en el Instituto de Epilepsia y Parkinson del Eje Cafetero – Neurocentro de Pereira el paciente fue valorado por una junta médica de especialistas en neurología, que contaba con una neuróloga – epileptóloga. Por lo que si este ya había sido valorado por la especialista era innecesario que el Comité haya ordenado remitir al paciente al Hospital Militar Central para que dicho especialista lo examinara nuevamente. 

Si bien el Comité Técnico Científico de Remisiones Especiales concluyó que “no hay correlación entre la video-telemetría, la resonancia y la cirugía que se planea”
, de lo cual podría concluirse que existe un motivo válido que justifica la remisión, la Sala encuentra que la valoración médica ordenada por los especialistas del Instituto de Epilepsia y Parkinson del Eje Cafetero – Neurocentro de Pereira presenta mayor grado de confiabilidad que el concepto efectuado por el Comité, debido a que los profesionales de aquel son especialistas en neurología. 

La especialidad de la junta es tal, que se encuentra conformada por los siguientes especialistas: i) una neuróloga epileptóloga; ii) una neuróloga master en fisiología y medicina del sueño; iii) una neuropediatra; iv) un neurocirujano; v) dos neurocirujanos funcionales; vi) una médica general y vii) dos neurólogos
. 

Mientras que el Comité que ordenó la remisión está conformado por: i) una enfermera jefe, ii) un médico auditor – epidemiológico; iii) una especialista en pediatría; iv) el representante de la dirección de la Fuerza Aérea; v) una fisiatra; vi) una oftalmóloga; vii) el subdirector de salud de la Dirección General de Salud Militar; y viii) la subdirectora del Hospital Militar Central. 

Aunque la Sala no tendría por qué refutar lo señalado por el Comité, en razón a que carece del conocimiento para establecer si efectivamente “no hay correlación entre la video-telemetría, la resonancia y la cirugía que se planea”
, lo cierto es que al revisar la conformación de la Junta y la del Comité es razonable dar prevalencia a lo dispuesto por los profesionales del Instituto de Epilepsia y Parkinson del Eje Cafetero – Neurocentro de Pereira, dada su especialización en temas de epilepsia. Por lo que, ante la existencia de dos dictámenes médicos contrapuestos, la Sala debe optar por el criterio de la especialización. 

Además, según el Acuerdo 1 de 23 de abril de 1997, la finalidad de las remisiones es brindar la posibilidad de que el paciente sea valorado en un establecimiento de salud diferente a aquel en el que venía siendo tratado, cuando este no tenga “la infraestructura científica y técnica” que requiere el paciente. Esta conclusión se deriva del artículo 13 del Acuerdo 1 de 23 de abril de 1997
 que dispone: 

“ARTICULO 13.- COMITE MEDICO DE REMISIONES ESPECIALES. Para los casos en que por no contar con la infraestructura científica y técnica, no puedan ser tratados en el Hospital Militar Central o en el Hospital Central de la Policía Nacional, cada Subsistema de Salud establecerá un Comité Médico para remisiones especiales (…) que deberá  emitir concepto por medio del cual evalúe el estado clínico  del paciente, sus posibilidades de recuperación y el costo beneficio del tratamiento propuesto por otras entidades de salud a nivel nacional o del exterior, respaldado por el presupuesto  ponderado para cubrir el costo de las remisiones con el fin de que las direcciones de Sanidad de las Fuerzas o de la Policía Nacional programen los recursos necesarios.” (Negrillas fuera de texto original). 

En consecuencia, si el objetivo de la remisión ordenada por el mencionado Comité es enviar al paciente a un establecimiento de salud que sí cuente con la infraestructura necesaria y los profesionales idóneos para brindar un determinado servicio, en el caso del señor Olaya no se cumple con ese propósito. 

La razón obedece a que el Instituto de Epilepsia y Parkinson del Eje Cafetero – Neurocentro de Pereira sí cuenta con la infraestructura y los profesionales especialistas para brindar la atención que el señor Olaya necesita, ya que es un centro especializado tratar enfermedades como la epilepsia, padecimiento que sufre el señor Olaya. 

De hecho, en el expediente obra una cotización dirigida al Dispensario Batallón San Mateo efectuada por el Neurocentro de Pereira, en el que aparece el valor de la cirugía. De esto se infiere que el referido Instituto sí cuenta con la infraestructura técnica y científica para realizar la cirugía, pues de lo contrario no ofrecerían este servicio, y aún menos lo cotizarían. 

Adicionalmente, si el propósito de la remisión era que el señor fuera revisado por un neurólogo epileptólogo, la Sala encuentra que esto ya se efectuó, ya que el 5 de agosto de 2015 su caso fue analizado por una junta especializada en el tema, en la que estaba una neuróloga epileptóloga. 

Por ende, al existir una valoración médica efectuada por un grupo de especialistas en neurología, incluyendo una neuróloga – epileptóloga, y al encontrar que la IPS en la que fue examinado el señor Olaya sí tiene la infraestructura científica y técnica para efectuar la cirugía recomendada, la Sala concluye que la remisión ordenada por el Comité Técnico Científico de Remisiones Especiales constituye un trámite innecesario que obstaculiza y dilata la cirugía y las terapias que requiere el paciente. 

Con base en lo expuesto se confirmará la decisión de primera instancia. No obstante, la orden se modificará, en razón a que según el artículo 10 de la Ley 352 de 1997
 la Dirección General de Sanidad Militar se encarga de asuntos de coordinación, administrativos y presupuestales, mientras que las Direcciones de Sanidad del Ejército, de la Armada Nacional y de la Fuerza Aérea son las competentes de prestar el servicio de salud
, por medio de los establecimientos de sanidad.

Por lo tanto, se le ordenará a la Dirección de Sanidad del Ejército que le practique al señor Gustavo Alberto Olaya Guerrero la cirugía “de epilepsia en 1 tiempo. Lobectomía temporal derecha + lesionectomía frontal derecha guiada por ecog y sononavegación”
, así como las 20 sesiones de terapia neuropsicológica
.

En mérito de lo expuesto, la Sección Cuarta de la Sala de lo Contencioso Administrativo del Consejo de Estado, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley, 

FALLA
1. CONFIRMAR el numeral primero de la decisión impugnada, proferida el 22 de abril del 2016, por el TRIBUNAL ADMINISTRATIVO DE RISARALDA ​– SALA SEGUNDA DE DECISIÓN, por las razones expuestas en la parte motiva de esta providencia. 

2. MODIFICAR el numeral segundo del fallo impugnado, en los siguientes términos: 
“2. En consecuencia, ORDENAR a la Dirección de Sanidad del Ejército que dentro de los diez (10) días siguientes a la notificación de esta providencia realice al señor de Gustavo Alberto Olaya Guerrero la cirugía de epilepsia en 1 tiempo, lobectomía temporal derecha + lesionectomía frontal derecha guiada por ECOG y sononavegación, si su estado de salud actual es óptimo para efectuar el procedimiento, así como las 20 sesiones de terapia neuropsicológica. Y que brinde el tratamiento integral que requiere el señor Olaya, según las prescripciones médicas para atender la patología que le aqueja.”

3. NOTIFICAR la presente decisión a los interesados, por el medio más expedito.

4.
ENVIAR a la Corte Constitucional para su eventual revisión.

CÓPIESE, NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE
Esta sentencia se estudió y aprobó en sesión celebrada en la fecha.

HUGO FERNANDO BASTIDAS BÁRCENAS

Presidente de la Sección

STELLA JEANNETTE CARVAJAL BASTO

JORGE OCTAVIO RAMÍREZ

RAMÍREZ
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� Folio 43. 


� Mediante el Acuerdo 002 de abril   27 de 2001 se derogó el Acuerdo 1 de 23 de abril de 1997, con excepción de los artículos 12 y 13. Así lo dispuso el artículo 18 del Acuerdo 002 de abril   27 de 2001: “ARTICULO 18.- VIGENCIA. El presente Acuerdo rige a partir de la fecha de su publicación y deroga los Acuerdos 001 de 1997, con excepción de los artículos 12 y 13,   052 de 1998 y 060 de 2000”.


 


� Ley 352 de 1997. Artículo 10. Funciones. “La Dirección General de Sanidad Militar tendrá a su cargo las siguientes funciones respecto del Subsistema de Salud de las Fuerzas Militares:


a) Dirigir la operación y el funcionamiento del Subsistema de Salud de las Fuerzas Militares con sujeción a las directrices trazadas por el CSSMP; b) Administrar el fondo-cuenta del Subsistema de Salud de las Fuerzas Militares; c) Recaudar las cotizaciones a cargo de los afiliados al Subsistema de Salud de las Fuerzas Militares, así como el aporte patronal a cargo del Estado de que trata el artículo � HYPERLINK "http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/ley_0352_1997.html" \l "32" �32� y recibir los demás ingresos contemplados en el artículo � HYPERLINK "http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/ley_0352_1997.html" \l "34" �34� de la presente Ley; d) Organizar un sistema de información al interior del Subsistema, de conformidad con las disposiciones dictadas por el Ministerio de Salud, que contenga, entre otros aspectos, el censo de afiliados y beneficiarios, sus características socio-económicas, su estado de salud y registrar la afiliación del personal que pertenezca al Subsistema; e) Elaborar y presentar a consideración del Comité de Salud de las Fuerzas Militares y del CSSMP el programa general de administración, transferencia interna y aplicación de recursos para el Subsistema; f) Evaluar sistemáticamente la calidad, eficiencia y equidad de los servicios directos y contratados prestados por el Subsistema; g) Organizar e implementar los sistemas de control de costos del Subsistema; h) Elaborar los estudios y las propuestas que requiera el CSSMP o el Ministro de Defensa Nacional; i) Elaborar y someter a consideración del Comité de Salud de las Fuerzas Militares y del CSSMP el Plan de Servicios de Sanidad Militar con sujeción a los recursos disponibles para la prestación del servicio de salud en el Subsistema de Salud de las Fuerzas Militares”


� Decreto 1795 de 2000. Artículo 16. Funciones asignadas a las fuerzas militares. El Ejército Nacional, la Armada Nacional y la Fuerza Aérea serán las encargadas de prestar los servicios de salud a través de las Direcciones de Sanidad de cada una de las Fuerzas a los afiliados y sus beneficiarios del Subsistema de Salud de las Fuerzas Militares, por medio de sus Establecimientos de Sanidad Militar; así mismo podrán solicitar servicios preferencialmente con el Hospital Militar Central o con Instituciones Prestadoras de Servicios de Salud y profesionales habilitados, de conformidad con los planes, políticas, parámetros y lineamientos establecidos por el CSSMP.


� Folio 9. 


� Folio 10. 





